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CONFLICTO COMPETENCIAL 60/2012.

SUSCITADO ENTRE EL JUZGADO SÉPTIMO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE MICHOACÁN Y EL JUZGADO MILITAR, ADSCRITO A LA QUINTA REGIÓN MILITAR.
PONENTE: MINISTRA OLGA SÁNCHEZ CORDERO 
DE GARCÍA VILLEGAS.

SECRETARIa: Beatriz J. Jaimes Ramos.

México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día catorce de agosto de dos mil doce.
V I S T O S;  Y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Por resolución de fecha nueve de abril de dos mil doce, el Juez Militar adscrito a la Quinta Región Militar, se declaró incompetente para seguir conociendo de la causa penal ********** que se instruye al Teniente de Infantería **********, Sargento Segundo de Infantería ********** y Cabo de Infantería **********, como probables responsables de los delitos de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas, previsto y sancionado por el artículo 248 Bis, del Código Penal Federal, en relación con los artículos 57, fracción II, inciso a) y 58 del Código de Justicia Militar, al tenor de las siguientes consideraciones:
“AUTO ACORDANDO DECLINAR COMPETENCIA AL JUEZ DE DISTRITO EN TURNO DE MORELIA, MICHOACÁN, POR DECLINATORIA DE INCOMPETENCIA.- En la Plaza de la Mojonera, Zapopan, Jalisco, siendo las doce horas con quince minutos del día nueve de abril del año dos mil doce, el Ciudadano Coronel de Justicia Militar y Licenciado **********, Juez Militar de la Jurisdicción, actuando por ante la Mayor del mismo servicio y de igual profesión **********, Secretaria del Juzgado, quien autoriza y da fe de actuaciones.- DIJO. --- VISTO.- El auto de inicio dictado el día dos de febrero del año dos mil doce, dentro de la Causa Penal **********, que se radicó en este Juzgado Militar, con motivo de la consignación de la Averiguación Previa número **********, así como el Pedimento de Incoación a Proceso número **********, formulado por el Agente del Ministerio Público Militar Adscrito a la ********** (Morelia, Michoacán), en contra del Teniente de Infantería **********, Sargento Segundo de Infantería ********** y Cabo de Infantería **********, por su probable responsabilidad en la comisión del delito de FALSEDAD EN DECLARACIONES JUDICIALES Y EN INFORMES DADOS A UNA AUTORIDAD, EN SU MODALIDAD DE SIMULACIÓN DE PRUEBAS, previsto y sancionado por el artículo 248 Bis del Código Penal Federal, de aplicación supletoria de conformidad con lo previsto en los artículos 57 fracción II inciso a) y 58 del Código de Justicia Militar, ilícito relacionado con los siguientes: --- HECHOS: ‘… los Ciudadanos Teniente de Infantería **********, Sargento Segundo de Infantería ********** y Cabo de Infantería **********, el día veintinueve de marzo de dos mil diez, presentaron al Agente del Ministerio Público de la Federación en turno, con sede en Morelia, Michoacán una denuncia por medio de la cual ponen a su disposición un vehículo color blanco, marca **********, aseverando que en su interior se localizó un costal de yute color blanco conteniendo aproximadamente tres kilos del estupefaciente conocido como marihuana, relacionando con el hallazgo del enervante, al civil **********, sin embargo, los hechos asentados en la denuncia resultaron no ser ciertos, pues el vehículo fue localizado en el interior del domicilio de la señora **********, siendo la propietaria del automotor la señora ********** quienes para demostrar su dicho exhibieron un disco compacto con un video y audio que al ser analizado resultó no estar editado y en el que se observa personal militar, así como una camioneta blanca…’ --- Ahora bien, atendiendo al hecho de que los sujetos pasivos del ilícito de FALSEDAD EN DECLARACIONES JUDICIALES Y EN INFORMES DADOS A UNA AUTORIDAD, EN SU MODALIDAD DE SIMULACIÓN DE PRUEBAS, lo son los civiles ********** Y **********, éste Órgano Jurisdiccional Militar precisa hacer las consideraciones siguientes: --- El artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su parte conducente dispone que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de acuerdo con lo que ella establece, de conformidad con los tratados internacionales  de la materia y favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Por su parte, la circular 4/2011-P, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de fecha once de octubre de dos mil once, así como la resolución emitida en el expediente varios **********, en fecha catorce de julio de dos mil once, relativa a las medidas que debe tomar el Poder Judicial de la Federación, derivadas de la ejecución de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso **********, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el cuatro de octubre de dos mil once, y en específico lo ordenado en el párrafo 55 que a la letra dice: ’55. Se ordena a todos los juzgados y tribunales federales del país, que en caso de que tengan bajo su conocimiento algún asunto relacionado con el tema, lo informen a esta Suprema Corte para que ésta reasuma su competencia originaria o bien ejerza su facultad de atracción por tratarse de un tema de importancia y trascendencia.’ --- Por lo tanto, con motivo de lo anterior, resulta oportuno precisar que en el caso **********, la materia de la litis fue la comisión del delito de desaparición forzada de personas y la violación a los derechos humanos por parte de miembros activos de los cuerpos militares; así como la competencia de los tribunales ordinarios para juzgar ese tipo de hechos; por lo anterior, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sentencia que pronunció en cumplimiento a la ejecutoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, concluyó, entre otras cuestiones, que son competentes los tribunales ordinarios para juzgar a los miembros de los cuerpos militares en activo, por violación a los derechos humanos de civiles, así como por la comisión de delitos en los que el bien jurídico protegido no es propio del orden militar. Ello en virtud de que en la resolución internacional se estableció que la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional, esto es, que en el fuero militar sólo se debe juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar; que la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para investigar, juzgar y sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos, sino la justicia ordinaria; que cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el debido proceso y por ende el derecho al acceso a la justicia; y, que se debía concluir que si los actos delictivos a juzgar eran cometidos por un miembro en activo del fuero militar que no afectan bienes jurídicos de la esfera castrense, esa persona debía ser juzgado por un tribunal ordinario, lo que significa que cuando se vulnere derechos humanos de civiles, bajo ninguna circunstancia puede conocer la jurisdicción militar. --- A este respecto, es pertinente señalar lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente Tesis: Registro No. 160488. Décima Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  Libro III, Diciembre de 2011.  Página: 554. Tesis: P. LXXI/2011 (9a.) Tesis Aislada Materia(s): Constitucional. ‘RESTRICCIÓN INTERPRETATIVA DE FUERO MILITAR. INCOMPATIBILIDAD DE LA ACTUAL REDACCIÓN DEL ARTÍCULO 57, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR, CON LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 13 CONSTITUCIONAL, A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 2o. Y 8.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.’ (Se transcribe). ---  Conforme a lo expuesto y conforme a las consideraciones contenidas en el presente auto, este Juzgado Militar concluye que el asunto en cuestión, efectivamente se trata de aquellos a que se refiere la circular 4/2011-P, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de fecha once de octubre de dos mil once, así como en el párrafo 55 de la resolución emitida en el expediente varios **********, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el cuatro de octubre de dos mil once, relativa a la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso **********, en específico, encuadra en la hipótesis de que con la comisión del delito de FALSEDAD EN DECLARACIONES JUDICIALES Y EN INFORMES DADOS A UNA AUTORIDAD, EN SU MODALIDAD DE SIMULACIÓN DE PRUEBAS, previsto y sancionado por el artículo 248 bis del Código Penal Federal, de aplicación supletoria de conformidad con lo previsto en los artículos 57 fracción II inciso a) y 58 del Código de Justicia Militar, cometido en agravio de los civiles ********** y **********, se involucran derechos humanos de los aludidos civiles. --- Visto lo anteriormente manifestado, y toda vez que como de autos se desprende, este Órgano Jurisdiccional se encuentra impedido para entrar al estudio sobre la procedencia de librar la Orden de Aprehensión solicitada por el Agente del Ministerio Público Militar Investigador y menos aún conocer del presente asunto, por lo que en términos de lo previsto en el artículo 740 del Código de Justicia Militar, que a la letra dice: ‘Cuando la incompetencia se funde en el artículo 13 constitucional, la declinatoria podrá oponerse en todo tiempo y se resolverá sin necesidad de tramitación. Esta incompetencia puede declararla el juez de oficio. Si aquél a quien se estime competente hace oposición, el expediente se remitirá para que sea resuelto el caso, a la Suprema Corte de Justicia de la Nación’, por lo tanto, y en virtud de las razones de hecho y derecho aducidas, este Juzgado Militar SE DECLARA INCOMPETENTE PARA CONOCER DEL PRESENTE CASO por lo que conforme al lugar de los hechos señalados, es procedente DECLINAR LA COMPETENCIA a favor del tribunal federal con jurisdicción en la plaza de Morelia, Michoacán, a fin de que conozca del presente asunto.
.”.
SEGUNDO.- Por cuestión de turno, tocó conocer de dicha declinatoria de competencia al Juez Séptimo de Distrito en el Estado de Michoacán, con residencia en Morelia, quien por resolución de dieciséis de diciembre de dos mil once, no aceptó la competencia declinada, por considerar:
“…Morelia, Michoacán, dieciocho de abril de dos mil doce. --- Vista la cuenta precedente, téngase por recibido el oficio y anexo que remite el Juez Militar adscrito a la V Región Militar, con sede en **********, al que acompaña el original de la causa penal ********** de su índice instruida contra el Teniente de Infantería **********, el Sargento Segundo de Infantería ********** y el Cabo de Infantería ********** por su probable responsabilidad en la comisión de los delitos de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas, previsto y sancionado por el artículo 248 Bis, del Código Penal Federal, en relación con los artículos 57, fracción II, inciso a), 58, del Código de Justicia Militar y 50, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, cometido en agravio de los civiles ********** y **********. --- En consecuencia, fórmese y regístrese el proceso penal bajo el número **********. Acúsese recibo. --- Ahora bien, a efecto de pronunciarse respecto de la competencia declinada, debe tenerse en cuenta que los hechos que dieron origen a la averiguación previa de la que deriva la presente causa, consisten en que los militares indiciados presentaron y ratificaron denuncia ante el agente del Ministerio Público de la Federación, con sede en Morelia, Michoacán, en la que pusieron a su disposición un **********, aseverando que en su interior localizaron un costal de yute color blanco, que contenía aproximadamente tres kilos de marihuana. --- Sin embargo, de la propia indagatoria se advierte que los hechos asentados en la denuncia probablemente son falsos, pues existen indicios de que el citado vehículo fue localizado en el interior del domicilio de la señora **********, siendo la propietaria la señora **********, quienes para demostrara su dicho exhibieron un disco compacto con un video y audio que al ser analizado resultó no estar editado y en el que se observa a una persona vestida con uniforme verde, casco y chaleco negro en lo que al parecer es un patio y al lado de este tras un portón se visualiza a una persona de sexo femenino parada a un costado de una camioneta blanca, sin que se desprendan más datos. --- Así, mediante resolución de catorce de junio de dos mil diez, el agente del Ministerio Público de la Federación remitió copia certificada de la indagatoria al agente del Ministerio Público Militar para que procediera conforme a sus atribuciones, al existir indicios acerca de que los militares se condujeron con falsedad al formular su denuncia. --- Por lo que en resolución de veintiuno de enero de dos mil doce, previo los trámites legales, el agente del Ministerio Público Militar Especial, adscrito a la Procuraduría General de Justicia Militar ejerció acción penal contra el Teniente de Infantería **********, el Sargento Segundo de Infantería ********** y el Cabo de Infantería ********** por su probable responsabilidad en la comisión del delito de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas, previsto y sancionado por el artículo 248 Bis, del Código Penal Federal, en relación con los artículos 57, fracción II, inciso a), 58, del Código de Justicia Militar y 50, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, supuestamente cometido en agravio de los civiles ********** y **********; ordenando remitir los autos al Juez Militar en turno. --- Ahora bien, el oficio de cuenta se advierte que mediante resolución de nueve de abril de dos mil doce, el Juez Militar resolvió declinar la competencia para seguir conociendo del asunto, con base en la resolución emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el expediente varios ********** de catorce de julio de dos mil once, en cumplimiento a la resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso ********** y la Circular 4/2011-P del Pleno de la citada Suprema Corte de Justicia, atentas las siguientes consideraciones: --- a) El artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de acuerdo con lo que ella establece, de conformidad con los tratados internacionales de la materia y favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia; --- b) La Circular 4/2011-P, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de once de octubre de dos mil once, así como la resolución emitida en el expediente varios ********** de catorce de julio de dos mil once, y en específico lo ordenado en el párrafo 55 de esa resolución, abordaron temas sobre la desaparición forzada de personas y la violación a los derechos humanos por parte de miembros activos de los cuerpos militares, así como la competencia de los tribunales ordinarios para juzgar ese tipo de hechos; --- c) La Suprema Corte de Justicia de la Nación en cumplimiento a la ejecutoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos concluyó que son competentes los tribunales ordinarios para juzgar a los miembros de los cuerpos militares en activo, por violaciones a los derechos humanos de civiles; así como por la comisión de delitos en los que el bien jurídico protegido no es propio del orden militar; --- d) En la resolución del Tribunal Internacional se estableció que la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional, esto es, que en el fuero militar sólo se debe juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar; --- e) Que la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para investigar, juzgar y sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos, sino la justicia ordinaria; --- f) Cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el debido proceso y por ende el derecho al acceso a la justicia; y ---- g) Que si los actos delictivos a juzgar son cometidos por un miembro en activo del fuero militar que no afecten bienes jurídicos de la esfera castrense esa persona debía ser juzgada por un tribunal ordinario, lo que significa que cuando se vulneren derechos humanos de civiles bajo ninguna circunstancia puede conocer la jurisdicción militar. --- Por tanto, dada la declinatoria de competencia planteada, en el caso se aborda uno de los asuntos que señala la circular 4/2011-P, así como el párrafo 55 de la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación mencionados con anterioridad, en virtud de que se debe dilucidar si es un tribunal ordinario o uno de carácter militar el que debe conocer de los delitos atribuidos a los indiciados. --- En ese tenor, del estudio de la resolución emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso **********, para lo que aquí interesa, de su párrafo 274 se advierte que el Tribunal Internacional referido concluyó que si los actos delictivos por una persona que ostente la calidad de militar en activo no afectan los bienes jurídicos de la esfera castrense, dicha persona debe ser siempre juzgada por tribunales ordinarios. --- Así también, que frente a situaciones que vulneren derechos humanos de civiles, bajo ninguna circunstancia puede operar la jurisdicción militar. --- Sin embargo, sobre ese tema la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la resolución emitida en el expediente de varios **********, en cumplimiento a la sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso **********, interpretó que el fuero militar no podrá operar bajo ninguna circunstancia frente a situaciones que vulneren derechos humanos de civiles y emitió la tesis aislada publicada en la página 554, libro III, diciembre de 2011, Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del rubro y texto siguientes: --- ‘RESTRICCIÓN INTERPRETATIVA DE FUERO MILITAR. INCOMPATIBILIDAD DE LA ACTUAL REDACCIÓN DEL ARTÍCULO 57, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR, CON LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 13 CONSTITUCIONAL, A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 2o. Y 8.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.’ (Se transcribe). ---  Luego, la interpretación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación fue en el sentido de que el fuero militar no podrá operar, específicamente frente a situaciones que vulneren derechos humanos de civiles. --- De tal suerte, dado que en la especie el delito de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas que se atribuye a los inculpados es de resultado formal, y el sujeto pasivo es el Estado, en su función de administrar justicia, no se satisface la hipótesis señalada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, toda vez que no se afectan derechos humanos de civiles, pues en todo caso, sólo se afectó la debida integración de una averiguación previa en su aspecto formal. --- De ahí que no resulten aplicables al caso los argumentos que hace valer el juez militar, pues dicho juzgador hace depender su declinatoria de competencia precisamente en la supuesta violación de derechos humanos de las personas a quienes considera ofendidas del delito: es decir, ********** y **********. --- Al respecto, conviene puntualizar que el Ministerio Público consideró que el delito probablemente cometido por los inculpados consistió en que supuestamente simularon pruebas para inculpar a alguna persona en la comisión de un delito, de lo que el juez declinante deduce que los ofendidos del delito son ********** y **********, pues el primero de los mencionados fue señalado como dueño del vehículo incautado, y la segunda resultó su auténtica propietaria. --- Sin embargo, este juzgado no comparte ese criterio porque en el parte informativo, los militares se limitaron a narrar las circunstancias en que supuestamente fue asegurado el vehículo, pero no formularon imputación a persona alguna, ni la indagatoria se condujo contra las personas aludidas, en atención al señalamiento de los militares. --- De ahí que deba concluirse, como ya se señaló, que el sujeto pasivo del delito en análisis no son las personas a que alude el juez militar, sino el Estado en su función de procuración de justicia. --- Por tanto, este Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de Michoacán, no acepta la competencia planteada por el Juez Militar adscrito a la V Región Militar, con sede en **********, para conocer y resolver la causa penal instruida contra el Teniente de Infantería **********, el Sargento Segundo de Infantería ********** y el Cabo de Infantería ********** por su probable responsabilidad en la comisión de los delitos de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas, previsto y sancionado por el artículo 248 Bis, del Código Penal Federal, en relación con los artículos 57, fracción II, inciso a), 58, del Código de Justicia Militar y 50, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, presuntamente cometido en agravio de los civiles ********** y **********. --- Por otro lado, conforme al artículo 142 del Código Federal de Procedimientos Penales, la solicitud de orden de aprehensión no constituye una diligencia urgente que no admita demora, porque previo a obsequiar un mandato de esa naturaleza, el órgano jurisdiccional tiene que valorar un aspecto de previo y especial pronunciamiento, que por su naturaleza constituye un presupuesto procesal, que lo es determinar si es legalmente competente para librar la orden de aprehensión solicitada por el agente del Ministerio Público Militar y para conocer del proceso penal que llegue a instaurarse, por lo que si en el caso existe controversia sobre el tema de la competencia, debe resolverse ese punto, para que sea la autoridad legalmente competente la que se pronuncie sobre la petición de la Representación Social. --- Sustenta lo anterior, la jurisprudencia 1ª./J.49/2010, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible a foja 186, tomo XXXII, Julio del 2010, Materia Penal, Constitucional, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo rubro es el siguiente: --- ‘ORDEN DE APREHENSIÓN. CUANDO LA AVERIGUACIÓN PREVIA SE CONSIGNE POR DELITOS GRAVES SIN DETENIDO, DEBE SER LIBRADA POR AUTORIDAD COMPETENTE, PUES NO SE ESTÁ EN PRESENCIA DE UNA DILIGENCIA URGENTE DE LAS QUE NO ADMITEN DEMORA’. --- Atento a lo anterior, para evitar mayor dilación dentro de la presente causa, con fundamento en lo que dispone el artículo 94, séptimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como lo dispuesto por el Acuerdo General 5/2001, de veintiuno de junio del dos mil uno, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que conservará para su resolución y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito, en su punto quinto, fracción II, y punto décimo, fracción II, del acuerdo en mención, así como en el 37, fracción I, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 433 del Código Federal de Procedimientos Penales, se ordena remitir de inmediato los autos de la presente causa penal al Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, con residencia en Zapopan, Jalisco, para que tenga a bien resolver la competencia planteada, previo cuaderno de antecedentes que se deje para los efectos legales a que haya lugar. --- Asimismo, en término de la Circular 4/2011-P, la presente resolución hágase del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para los efectos legales a que haya lugar…”.
TERCERO.- Mediante acuerdo de veinticinco de abril de dos mil doce, el Presidente del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, a quien por razón de turno correspondió conocer del asunto, lo avocó y registró bajo el número COMP. **********, y en acatamiento a la Circular número 4/2011-P, de la Secretaría General de Acuerdos del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, remitió los autos a este Alto Tribunal a efecto de que ejerciera su facultad de atracción respecto de dicho conflicto competencial.

CUARTO.- Recibidos los autos en esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada del ocho de mayo de dos mil doce, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó reasumir su competencia, para conocer del aludido conflicto competencial; por lo que, por auto de presidencia de catorce de mayo siguiente, se ordenó formar y registrar el conflicto competencial con el número 60/2012 y turnarlo a la ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, para su resolución.
El Presidente de la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, por acuerdo de veintiocho de mayo de dos mil doce, determinó que ésta era competente para conocer del conflicto competencial; sin embargo, dada su importancia y transcendencia, se determinó avocar nuevamente al Tribunal Pleno para su conocimiento y resolución.
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es competente para conocer del presente conflicto competencial, dado que en términos de lo dispuesto por el artículo 106, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, corresponde al Poder Judicial de la Federación, en los términos de la ley respectiva, dirimir los conflictos competenciales que se susciten entre los Tribunales de la Federación, entre éstos y los de los Estados o del Distrito Federal, entre los de un Estado y los de otro, o entre los de un Estado y los del Distrito Federal, y conforme a lo preceptuado en los numerales 10, fracción XI, y 11, fracción IV y 21, fracción VI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; Acuerdo General Plenario 5/2001, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve de junio de dos mil uno, en su punto Décimo Octavo; y el párrafo 55 de la resolución dictada por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el catorce de julio de dos mil once, en el expediente varios **********; habida cuenta que por tener relación con el tema de la restricción interpretativa del fuero militar, el Pleno de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de marzo de dos mil doce, determinó ejercer su competencia originaria.
SEGUNDO.- Para poder resolver el presente asunto, en primer lugar, debe determinarse si en el caso existe un conflicto competencial, para lo cual es necesario analizar las circunstancias y argumentos relevantes en que se apoyaron los órganos contendientes de la misma, para negarse a conocer de la causa penal **********.
Con fecha veintinueve de marzo de dos mil once, los Ciudadanos Teniente de Infantería **********, Sargento Segundo de Infantería ********** y Cabo de Infantería **********, presentaron al Agente del Ministerio Público de la Federación en turno, con sede en Morelia, Michoacán, una denuncia por medio de la cual ponen a su disposición un **********, aseverando que en su interior se localizó un costal de yute color blanco conteniendo aproximadamente tres kilos del estupefaciente conocido como marihuana, relacionando con el hallazgo del enervante, al civil **********, sin embargo, los hechos asentados en la denuncia resultaron no ser ciertos, pues el vehículo fue localizado en el interior del domicilio de la señora **********, siendo la propietaria del automotor la señora ********** quienes para demostrar su dicho exhibieron un disco compacto con un video y audio que al ser analizado resultó no estar editado y en el que se observa personal militar, así como una camioneta blanca.
Que por tales hechos, el Agente del Ministerio Público Militar Especial adscrito a la Procuraduría General de Justicia Militar, el veintiuno de enero de dos mil doce, ejercitó acción penal en su contra, solicitando en consecuencia, el libramiento de la orden de aprehensión por su probable responsabilidad en la comisión del delito de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas, previsto y sancionado por el artículo 248 Bis, del Código Penal Federal, en relación con los artículos 57, fracción II, inciso a) y 58 del Código de Justicia Militar.
El juez militar a quien correspondió conocer del asunto, por resolución de nueve de abril de dos mil doce, consideró que el asunto en cuestión, es de aquéllos a que se refiere la circular 4/2011-P, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de fecha once de octubre de dos mil once, así como en el párrafo 55 de la resolución emitida en el expediente varios **********, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el cuatro de octubre de dos mil once, relativa a la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso **********, por encuadrar en la hipótesis de que con la comisión del delito de FALSEDAD EN DECLARACIONES JUDICIALES Y EN INFORMES DADOS A UNA AUTORIDAD, EN SU MODALIDAD DE SIMULACIÓN DE PRUEBAS, previsto y sancionado por el artículo 248 bis del Código Penal Federal, de aplicación supletoria de conformidad con lo previsto en los artículos 57 fracción II inciso a) y 58 del Código de Justicia Militar, se afectan los derechos humanos de los civiles ********** y **********. 
Que en virtud de lo anterior, dicho Órgano Jurisdiccional, estaba impedido para entrar al estudio de la procedencia de la Orden de Aprehensión solicitada por el Agente del Ministerio Público Militar Investigador y menos aún para conocer de dicho asunto, por lo que en términos de lo previsto en el artículo 740 del Código de Justicia Militar, se declaró incompetente para conocer del mismo y declinó la competencia en favor de un juez federal de la ciudad de Morelia, Michoacán, lugar donde acontecieron los hechos delictivos.
Por cuestión de turno, tocó conocer de dicha declinatoria de competencia al Juez Séptimo de Distrito en el Estado de Michoacán, quien por resolución de dieciséis de diciembre de dos mil once, no aceptó la competencia declinada ya que el Ministerio Público consideró que el delito probablemente cometido por los inculpados consistió en que supuestamente simularon pruebas para inculpar a alguna persona en la comisión de un delito, de lo que el juez declinante deduce que los ofendidos del delito son ********** y **********, pues el primero de los mencionados fue señalado como dueño del vehículo incautado, y la segunda resultó su auténtica propietaria. Sin embargo, ese juzgador no compartió ese criterio porque en el parte informativo, los militares se limitaron a narrar las circunstancias en que al parecer fue asegurado el vehículo, pero no formularon imputación a persona alguna, ni la indagatoria se condujo contra las personas aludidas, en atención al señalamiento de los militares. De ahí que concluyera que el sujeto pasivo del delito en análisis no son las personas a que alude el juez militar, sino el Estado en su función de procuración de justicia; por lo que remitió copias certificadas del mismo al Segundo Tribunal Colegiado del Tercer Circuito, quien en acato a la Circular número 4/2011-P, de la Secretaría General de Acuerdos del Pleno de este Alto Tribunal, lo remitió a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, a efecto de que ejerciera su facultad de atracción respecto de dicho conflicto competencial.

Así las cosas, existe por parte de los juzgados contendientes manifestación expresa acerca de que carecen de competencia legal para conocer de la causa penal instruida en contra del Teniente de Infantería **********, Sargento Segundo de Infantería ********** y Cabo de Infantería **********, como probables responsables de los delitos de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas, previsto y sancionado por el artículo 248 Bis, del Código Penal Federal, en relación con los artículos 57, fracción II, inciso a) y 58 del Código de Justicia Militar, por lo que se concluye que se actualiza la hipótesis que por regla general ocasiona un conflicto de competencias entre órganos jurisdiccionales, pues los involucrados en este asunto se han negado expresamente a conocer de él, rechazando recíprocamente la referida competencia legal.

Lo anterior es así, porque se niegan a conocer sobre un mismo asunto, alegando el juez militar, como cuestión relacionada con un punto concreto de jurisdicción legal, que al haberse afectado con la comisión del delito que se atribuye a los indiciados, derechos humanos de civiles, no se surte la competencia del Fuero de Guerra, como presupuesto para que los Tribunales Militares conozcan de la causa penal, en tanto que el juez Federal, sostuvo que en el caso el sujeto pasivo del delito fue el Estado y no víctimas civiles, por lo que determinó la no aceptación de la competencia planteada.

Las anteriores premisas son aptas para considerar que en el caso existe el conflicto competencial denunciado.
TERCERO.- Precisado lo anterior, como una cuestión previa a la solución del presente conflicto competencial, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estima que conforme a lo dispuesto por el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Juez Militar adscrito a la Quinta Región Militar, con residencia en Morelia, Michoacán, carece de competencia jurisdiccional por razón de fuero, para conocer de los hechos que se atribuyen al Teniente de Infantería **********, Sargento Segundo de Infantería ********** y Cabo de Infantería **********, derivados de la causa penal que se les instruyó como probables responsables de los delitos de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas, previsto y sancionado por el artículo 248 Bis, del Código Penal Federal, en relación con los artículos 57, fracción II, inciso a) y 58 del Código de Justicia Militar.
En efecto, como ya quedó precisado en los resultandos de esta ejecutoria, los hechos que se atribuyen a los referidos militares se hacen consistir en que con fecha veintinueve de marzo de dos mil once, los Ciudadanos Teniente de Infantería **********, Sargento Segundo de Infantería ********** y Cabo de Infantería **********, presentaron ante el Agente del Ministerio Público de la Federación en turno, con sede en Morelia, Michoacán, una denuncia por medio de la cual pusieron a su disposición un **********, aseverando que en su interior se localizó un costal de yute color blanco conteniendo aproximadamente tres kilos del estupefaciente conocido como marihuana, relacionando con el hallazgo del enervante, al civil **********, sin embargo, los hechos asentados en la denuncia resultaron no ser ciertos, pues el vehículo fue localizado en el interior del domicilio de la señora **********, siendo la propietaria del automotor la señora ********** quienes para demostrar su dicho exhibieron un disco compacto con un video y audio que al ser analizado resultó no estar editado y en el que se observa personal militar, así como una camioneta blanca.
Que de acuerdo a la documentación que obra en copia fotostática certificada a fojas 169 a 171, 174 a 176 y 179 a 181 de la causa penal, los referidos indiciados, resultan ser miembros activos del Ejército Mexicano, por encontrarse dados de alta en la Secretaría de la Defensa Nacional, dependencia perteneciente a la Administración Pública Federal Centralizada, conforme a lo dispuesto por el artículo 2º, fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y artículo 3 del Reglamento Interior de la Secretaría de la Defensa Nacional; por tanto, les asiste el carácter de empleados federales.
De lo antes expuesto, se puede concluir que en los hechos investigados en la causa penal de la que deriva este asunto, no se atenta contra bienes jurídicos propios del orden militar, pues el bien jurídico protegido por el delito cometido es la administración de justicia y la alteración de la verdad, por lo cual la competencia jurisdiccional para conocer de la misma, no corresponde al fuero militar y, por ende; el Juez Militar, carece de competencia jurisdiccional por razón de fuero, para conocer de los hechos delictivos que se atribuyen a los citados militares.
La anterior determinación es acorde con lo dispuesto con el párrafo 274 de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el sentido de que “si los actos delictivos cometidos por una persona que ostente la calidad de militar en activo no afectan los bienes jurídicos de la esfera castrense, dicha persona debe ser siempre juzgada por tribunales ordinarios”; así como con el párrafo 44 de la resolución dictada por este Alto Tribunal en el asunto varios **********, que a la letra dice: “Consecuentemente, como el párrafo segundo del artículo 1° de la Constitución Federal dispone que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de acuerdo con lo que ella establece y de conformidad con los tratados internacionales de la materia y favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia, deberá considerarse que el fuero militar no podrá operar bajo ninguna circunstancia frente a situaciones que vulneren derechos humanos de civiles”.
Ello es así, porque en estricto acatamiento a lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, interpretó lo dispuesto por el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que: “Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas contra la disciplina militar; pero los tribunales militares en ningún caso y por ningún motivo podrán extender su jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al Ejército. Cuando en un delito o falta del orden militar estuviese complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que corresponda” en concordancia con el artículo 2º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”, que establece que los Estados Partes se comprometen a adoptar con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de dicha convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades…”.
Por tanto, tomando en cuenta la naturaleza de los delitos; los bienes jurídicos lesionados; que éstos fueron cometidos por personas que ostentaban la calidad de militares en activo y que no se afectaron los bienes jurídicos de la esfera castrense; es de convenirse que la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para juzgar y sancionar a los hechos que se les atribuyen, sino que el procesamiento de los responsables corresponde a los tribunales ordinarios; acorde con lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el sentido de que la jurisdicción penal militar en los Estados democráticos, en tiempos de paz, ha tendido a reducirse e incluso a desaparecer, por lo cual, en caso de que un Estado la conserve, su utilización debe ser mínima, según sea estrictamente necesario, y debe encontrarse inspirada en los principios y garantías que rigen el derecho penal moderno. 
Por ello, en un Estado democrático de derecho, la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados a las funciones propias de las fuerzas militares. En tal virtud, en el fuero militar sólo se debe juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar.
En ese sentido, la propia Corte Interamericana estableció que cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, como consecuencia de ello, el debido proceso, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia, motivo por el cual, el juez encargado del conocimiento de una causa debe ser competente, además de independiente e imparcial.
En ese orden, debe convenirse que el proceso penal, instruido en contra del Teniente de Infantería **********, Sargento Segundo de Infantería ********** y Cabo de Infantería **********, como probables responsables de los delitos de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas, previsto y sancionado por el artículo 248 Bis, del Código Penal Federal, debe ser conocido por un juez penal federal, ello de conformidad con lo establecido en el artículo 50, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; el cual dispone:
“ARTÍCULO 50. Los jueces federales penales conocerán:

I. De los delitos del orden federal.

Son delitos del orden federal:

…

f) Los cometidos por un servidor público o empleado federal, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas;”
Del precepto antes transcrito se advierte que es el Juez Séptimo de Distrito en el Estado de Michoacán, con residencia en Morelia, la autoridad competente para conocer de los delitos cometidos por un servidor público o empleado federal, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas; y en el presente caso, los inculpados **********, ********** y **********, en la fecha de la comisión del delito que se les atribuye, se desempeñaban como Teniente de Infantería, Sargento Segundo de Infantería y Cabo de Infantería, al servicio de la Secretaría de la Defensa Nacional, dependencia perteneciente a la Administración Pública Federal Centralizada, conforme a lo dispuesto por el artículo 2º, fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y artículo 3 del Reglamento Interior de la Secretaría de la Defensa Nacional; por tanto, les asiste el carácter de empleados federales. 

En las relatadas condiciones, en aras de observar las garantías de acceso efectivo a la justicia y seguridad jurídica que debe prevalecer en favor de los indiciados, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determina que el Juez Militar declarado incompetente, debe remitir sin demora, las constancias relativas a la causa penal ********** al Juez Séptimo de Distrito en el Estado de Michoacán, con residencia en la ciudad de Morelia, a fin de garantizar que no se afecte en forma sustancial la prontitud del procedimiento.
Por lo expuesto y fundado se resuelve:

PRIMERO.- Sí existe conflicto competencial a que el toca 60/2012 se refiere.

SEGUNDO.- Es legalmente competente el Juez Séptimo de Distrito en el Estado de Michoacán, en la ciudad de Morelia, para conocer de los hechos presumiblemente delictivos que se derivan de la causa penal ********** instruida al Teniente de Infantería **********, Sargento Segundo de Infantería ********** y Cabo de Infantería **********, como probables responsables de los delitos de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas.
Notifíquese; con testimonio de la presente resolución a los Tribunales contendientes y, en su oportunidad, archívese este expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:
En relación con el punto resolutivo Primero:
Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Ortiz Mayagoitia y Presidente Silva Meza.
En relación con el punto resolutivo Segundo:
Se aprobó por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Cossío Díaz en contra de las consideraciones, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo con salvedades, Aguilar Morales con salvedades, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Ortiz Mayagoitia y Presidente Silva Meza con salvedades. Los señores Ministros Aguirre Anguiano y Luna Ramos votaron en contra.
Los señores Ministros Aguilar Morales y Presidente Silva Meza reservaron su derecho para formular sendos votos concurrentes.
El señor Ministro Presidente Silva Meza dejó a salvo el derecho de los señores Ministros para que formulen los votos que estimen pertinentes.
El señor Ministro Presidente Juan N. Silva Meza declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.
No asistió el señor Ministro José Fernando Franco González Salas por estar disfrutando de vacaciones a las sesiones celebradas los días trece y catorce de agosto de dos mil doce. Doy fe.
Firman los señores Ministros Presidente, Ponente y el Secretario General de Acuerdos que autoriza y da fe.

PRESIDENTE:

MINISTRO JUAN N. SILVA MEZA.

PONENTE:

MINISTRA OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS.

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS:

LIC. RAFAEL COELLO CETINA.
En términos de lo previsto en los artículos 3º , fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos. 

FORMULADO POR EL SEÑOR MINISTRO LUIS MARÍA AGUILAR MORALES EN EL CONFLICTO COMPETENCIAL 60/2012


Aun cuando coincido con la determinación que se adoptó en la sentencia que se dictó en el citado conflicto competencial, considero necesario hacer las siguientes consideraciones:


En el proyecto se determina que debe ser el Juez Séptimo de Distrito en el Estado de Michoacán la autoridad jurisdiccional que conozca de la causa penal que se instruye en contra de diversos militares por el delito de falsedad de declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas, previsto y sancionado por el artículo 248 Bis, del Código Penal Federal, en relación con los artículos 57, fracción II, inciso a) y 58 del Código de Justicia Militar. Esta determinación se sustenta en el siguiente argumento toral: 

“(…) tomando en cuenta la naturaleza de los delitos; los bienes jurídicos lesionados; que éstos fueron cometidos por personas que ostentaban la calidad de militares en activo y que no se afectaron los bienes jurídicos de la esfera castrense; es de convenirse que la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para juzgar y sancionar los hechos que se les atribuyen, sino que el procesamiento de los responsables corresponde a los tribunales ordinarios (…)”

Aun cuando comparto la decisión final, lo cierto es que considero que conforme al artículo 13 constitucional, la determinación de si se actualiza o no el fuero militar no está condicionada exclusivamente a la naturaleza del delito, sino que es necesario verificar la calidad de los sujetos que están involucrados en el asunto. En efecto, el citado precepto constitucional dispone:  

“Artículo 13. Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales especiales. Ninguna persona o corporación puede tener fuero, ni gozar más emolumentos que los que sean compensación de servicios públicos y estén fijados por la ley. Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas contra la disciplina militar; pero los tribunales militares en ningún caso y por ningún motivo podrán extender su jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al Ejército. Cuando en un delito o falta del orden militar estuviese complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que corresponda.”

Conforme a la citada disposición constitucional, cuando en la comisión de un delito previsto en el Código de Justicia Militar se encuentre complicado un paisano -es decir, involucrado o mezclado de cualquier forma-, la competencia ya no podrá ser de un tribunal militar, sino necesariamente de un tribunal ordinario o no militar. Es importante tener en cuenta que el concepto “complicado” es amplio, es decir, basta con que un civil esté mezclado en los hechos y que pueda ser plenamente identificado, para que no pueda operar el fuero militar. En este sentido, el concepto “complicado” no puede entenderse únicamente como sujeto activo o como víctima, sino que debe considerarse como mezclado o involucrado en los hechos de cualquier forma.

En el caso, el delito cuya comisión se atribuye a los militares, si bien se trata de un ilícito en contra de la administración de justicia, sin embargo, de las constancias que obran en autos es posible identificar plenamente -con nombre y apellido- a los afectados o involucrados en dicho delito. Esto es así, pues con motivo de las declaraciones falsas y la simulación de pruebas que se atribuye a los militares, se causó una importante afectación a civiles a quienes falsamente se les imputaron hechos delictuosos con la clara intención de obtener el resultado consistente en que fuesen considerados culpables de un delito grave previsto en la legislación penal. 

De acuerdo con lo anterior, aun cuando en rigor los civiles afectados no tienen el carácter de víctimas (en atención a la naturaleza formal del delito), sin embargo, fueron involucrados por los militares y, además, se les causó un perjuicio. Luego, atendiendo al propósito protector del artículo 13 constitucional, consistente en salvaguardar el derecho de los civiles excluyéndolos de la competencia de los tribunales militares que tienen una diversa finalidad y objetivo dentro de la disciplina militar, considero acertado que este asunto sea remitido a un juez ordinario toda vez que existen civiles complicados en el asunto. 

M I N I S T R O 

LUIS MARÍA AGUILAR MORALES

FMG
VOTO PARTICULAR QUE FORMULAN LOS SEÑORES MINISTROS MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS Y SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO, EN EL CONFLICTO COMPETENCIAL 60/2012, SUSCITADO ENTRE EL JUZGADO SÉPTIMO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE MICHOACÁN Y EL JUZGADO MILITAR ADSCRITO A LA QUINTA REGIÓN MILITAR; FALLADO EN SESIÓN DE CATORCE DE AGOSTO DE DOS MIL DOCE. 

Los Ministros que suscribimos este voto estamos en contra de la sentencia de la mayoría, porque consideramos que la competencia para conocer del asunto corresponde al Juez militar y así debió determinarse.

El conflicto de competencia motivo de la ejecutoria, así como el grupo de asuntos listados para verse en la misma fecha, plantea la necesidad de precisar qué jueces son competentes para conocer de los delitos cometidos por los militares, en las distintas circunstancias de hecho que se presentan.

Para darle solución, el Tribunal Pleno tomó en cuenta distintos argumentos que fueron motivo de análisis en las sesiones públicas  en  que  se discutió  el tema.

Debido a que son de diversa índole las razones que nos llevan al convencimiento de nuestra postura, que discrepa de la adoptada por mayoría, hemos dividido nuestra exposición en los apartados siguientes:

Anotación previa de la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos.

Fui designada inicialmente para elaborar el proyecto de sentencia del expediente varios  912/2010, conocido como “caso Radilla”,  mismo que presenté en su oportunidad ante el Pleno de este Alto Tribunal. La discusión del asunto dio inicio el cuatro de julio de dos mil once y su vista continuó durante cinco sesiones públicas más, para ser resuelto el día catorce de julio de dos mil once; sin embargo, me fue imposible asistir a las dos últimas sesiones, debido a que se me encomendó el honroso encargo de representar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación en un evento de carácter internacional; es por ello que no tuve oportunidad de pronunciarme acerca de la totalidad de las determinaciones, particularmente sobre el tema del fuero militar. 

La sentencia dictada en el conflicto de competencia materia de este voto  me brinda la ocasión para exponer mi criterio jurídico al respecto. 

Sobre las  consideraciones del “Caso Radilla”.

La razón por la que el Tribunal Pleno analizó este conflicto competencial, así como un grupo de asuntos relacionados con el fuero militar,  obedeció  a lo determinado por  el propio  Pleno,  en la resolución del asunto varios, “caso Radilla”, pues consideró pertinente asumir su competencia originaria para pronunciarse sobre algunos temas relacionados con la justicia castrense.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó, por mayoría de votos, que las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en las cuales el Estado Mexicano fue parte, son obligatorias. En consecuencia, determinó que es vinculante la interpretación del artículo 13 de la Constitución General de la República, hecha por ese tribunal internacional, en el tema del fuero militar.

De tal manera que los distintos asuntos relacionados con la justicia castrense deban verse ─consideró la mayoría─ a la luz de esas determinaciones, para dilucidar a qué juez corresponde el conocimiento del asunto.

Al respecto, en el expediente varios se consideró que:

“19.   Así, las resoluciones pronunciadas por aquella instancia internacional cuya jurisdicción ha sido aceptada por el Estado mexicano, son obligatorias para todos los órganos del mismo en sus respectivas competencias, al haber figurado como Estado parte en un litigio concreto. Por tanto, para el Poder Judicial son vinculantes no solamente los puntos de resolución concretos de la sentencia, sino la totalidad de los criterios contenidos en la sentencia mediante la cual se resuelve ese litigio.

20.   Por otro lado, el resto de la jurisprudencia de la Corte Interamericana que deriva de las sentencias en donde el Estado mexicano no figura como parte, tendrá el carácter de criterio orientador de todas las decisiones de los jueces mexicanos, pero siempre en aquello que le sea más favorecedor a la persona, de conformidad con el artículo 1o. constitucional cuya reforma se publicó en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, en particular en su párrafo segundo, donde establece que: ´Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.´

21.   De este modo, los jueces nacionales deben inicialmente observar los derechos humanos establecidos en la Constitución Mexicana y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como los criterios emitidos por el Poder Judicial de la Federación al interpretarlos y acudir a los criterios interpretativos de la Corte Interamericana para evaluar si existe alguno que resulte más favorecedor y procure una protección más amplia del derecho que se pretende proteger. Esto no prejuzga sobre la posibilidad de que sean los criterios internos aquellos que cumplan de mejor manera con lo establecido por la Constitución en términos de su artículo 1o., lo cual tendrá que valorarse caso por caso a fin de garantizar siempre la mayor protección de los derechos humanos.

22.   SEXTO. Obligaciones concretas que debe realizar el Poder Judicial. Derivado de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Rosendo Radilla, resultan las siguientes obligaciones para el Poder Judicial como parte del Estado mexicano, aclarando que aquí únicamente se identifican de manera enunciativa y serán desarrolladas en los considerandos subsecuentes:

A)   Los Jueces deberán llevar a cabo un Control de convencionalidad ex officio en un modelo de control difuso de constitucionalidad.

B)   Deberá restringirse la interpretación del fuero militar en casos concretos.
C)   El Poder Judicial de la Federación deberá implementar medidas administrativas derivadas de la sentencia de la Corte Interamericana en el caso Radilla Pacheco.”

Los Ministros que suscribimos este voto no compartimos tal postura, pues estamos convencidos de que los criterios interpretativos emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos pueden resultar orientadores, mas no obligatorios, para los jueces mexicanos. Creemos, también, que es indebida la interpretación que dicha Corte hizo del artículo 13 de nuestra Ley Suprema y que, por tanto, no puede ser orientadora en nuestro sistema jurídico.

Si se analiza el Estatuto de la  Corte Interamericana de Derechos Humanos y el  Reglamento correspondiente, así como los dos Tratados a que se refiere el estudio de la sentencia del “caso Radilla”: el de la Convención Interamericana de Derechos Humanos y el de Desaparición Forzada de Personas, puede advertirse que en ninguno de ellos se define a la jurisprudencia, no se precisa cómo se integra, ni cómo adquiere el carácter de obligatoria; no existe disposición que defina y regule estos aspectos, las partes no convinieron en esa obligatoriedad; por ello, la “jurisprudencia” de ese organismo internacional se reduce a meros criterios orientadores, como lo puede ser cualquier criterio que emita un tribunal, pero no puede exigirse a los jueces de este país que la observen indefectiblemente.

Lo resuelto por dicha Corte es obligatorio únicamente para el caso concreto del que conoció, no puede extenderse a todo el sistema jurídico.

Si aceptamos que este Tribunal Constitucional está obligado a acatar las interpretaciones de nuestra Constitución Política realizadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, aceptamos, también, que ese tribual internacional está por encima de la Constitución y  que la  Suprema Corte de Justicia de este país ocupa un lugar secundario en el orden jurídico. 

Por otra parte, tampoco estamos de acuerdo con la interpretación y conclusiones a que arribó dicha Corte respecto de los alcances del artículo 13 de nuestra Constitución Federal.

Como puede recordarse de los antecedentes del expediente varios, los representantes del Señor Radilla pretendían que la corte internacional modificara el artículo 13 de nuestra Constitución Política, sin embargo, dicho órgano consideró que no era necesaria la modificación, siempre y cuando el texto se interpretara en los términos de su sentencia:

“339. En relación con las prácticas judiciales, este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente de que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer un ‘control de convencionalidad’ ex officio entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana.

340. De tal manera, es necesario que las interpretaciones constitucionales y legislativas referidas a los criterios de competencia material y personal de la jurisdicción militar en México, se adecuen a los principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal, los cuales han sido reiterados en el presente caso (supra párr. 272 a 277).

341. Bajo ese entendido, este Tribunal considera que no es necesario ordenar la modificación del contenido normativo que regula el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

342. No obstante lo anterior, la Corte declaró en el Capítulo IX de este Fallo, que el artículo 57 del Código de Justicia Militar es incompatible con la Convención Americana (supra párrs. 287 y 289). En consecuencia, el Estado debe adoptar, en un plazo razonable, las reformas legislativas pertinentes para compatibilizar la citada disposición con los estándares internacionales de la materia y de la Convención, de conformidad con los párrafos 272 a 277 de esta Sentencia.” 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos pretende, a través de su fallo, que los jueces mexicanos inapliquen el texto constitucional (que es Ley Suprema) y, en su lugar, acojan  las consideraciones expresadas en el “caso Radilla”, respecto de la interpretación de la competencia material y jurisdiccional del fuero militar.

Bajo ninguna óptica podemos estar de acuerdo con tal determinación, que suplanta la función de nuestro Constituyente Permanente y hace a un lado el principio de Supremacía Constitucional.

El artículo 133 de la Constitución General de la República dispone lo siguiente:

"Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los Jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados."

Fue intención del Constituyente establecer el conjunto de disposiciones de observancia general que, en la medida en que se encuentran apegadas a lo previsto en la Constitución General de la República, constituyen la "Ley Suprema de la Unión".

Desde el texto original de la Constitución General de la República, aprobada el cinco de febrero de mil novecientos diecisiete, se establecía un orden jurídico supremo integrado por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ciertas leyes dictadas por el Congreso de la Unión y los tratados internacionales. 

Interpretado así el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, queda claro lo que significa el principio de "supremacía constitucional", conforme al cual la Constitución General de la República, las leyes del Congreso de la Unión o "leyes generales" y los tratados internacionales que estén de acuerdo con ella, constituyen la Ley Suprema de toda la Unión, esto es, conforman un orden jurídico nacional en el que la Constitución se ubica en la cúspide y, por debajo de ella, las mencionadas leyes generales y los tratados internacionales.

Los tratados internacionales, al igual que las leyes, en términos de nuestra Carta Magna, quedan sujetos a la revisión de sus normas, a través de la acción de inconstitucionalidad prevista en el artículo 105 y a través del juicio de amparo; esto es, se tiene la posibilidad de juzgar a los tratados internacionales a la luz de lo dispuesto por nuestra Ley Fundamental, para verificar que se adecuen a ella.

El artículo 1º. de nuestra Constitución refrenda la supremacía constitucional, al  disponer que:

 “Art. 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.”
No desconocemos, desde luego, que la Constitución mexicana contiene en su texto una visión internacionalista, es decir, que aloja diversos principios dispersos en varios de sus preceptos, en los cuales claramente se advierte una vocación para la convivencia pacífica con las naciones que integran la comunidad internacional. 

La obligatoriedad de las disposiciones contenidas en los tratados internacionales admite excepciones, previstas  expresamente, en el ámbito internacional, en el artículo 46 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, suscrita por México el veintitrés de mayo de mil novecientos sesenta y nueve,  que en esencia se resumen en que procederá declarar la nulidad de un tratado opuesto al derecho interno, en aquellos casos en que exista una violación manifiesta a éste y se afecte una norma de importancia fundamental del derecho interno.

Como se recordará, el Estado Mexicano, al suscribir  la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas hizo reserva expresa respecto del fuero militar, en los siguientes términos:
“ARTICULO ÚNICO. Se aprueba la Convención Interamericana Sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada en la ciudad de Belém, Brasil, el nueve de junio de mil novecientos noventa y cuatro, con la siguiente:

RESERVA

El Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos al ratificar la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada en la ciudad de Belém, Brasil, el 9 de junio de 1994, formula reserva expresa al Artículo IX, toda vez que la Constitución Política reconoce el fuero de guerra, cuando el militar haya cometido algún ilícito encontrándose en servicio. El fuero de guerra no constituye jurisdicción especial en el sentido de la Convención, toda vez que conforme al artículo 14 de la Constitución mexicana nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.”
De conformidad con dicha reserva ─que, además, fue expresamente invocada por el Estado mexicano en su defensa─  la Corte Interamericana carece de facultades para interpretar las normas de nuestra Constitución relativas al fuero militar.

Lo que es más, la reserva contiene la pauta para la correcta interpretación del artículo 13 de la Ley Fundamental, al dejar en claro que no constituye una jurisdicción especial, y sus alcances quedan acotados por el artículo 14, que como garantía de seguridad jurídica contiene nuestra Constitución.

No obstante, según la votación mayoritaria, se asume la invalidez de las reservas hechas por México a la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, y la propuesta para que en lo sucesivo no pueda ser invocada como excepción en los litigios en los que el Estado Mexicano sea parte.

El sometimiento de los Estados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos es voluntario (por ello convienen o acuerdan), y en ese contexto, las reservas que formule cada uno deben ser respetadas.  

Consideramos que la determinación de la  mayoría, además de contrariar el texto del artículo 133 constitucional, vulnera los principios de igualdad soberana y de  reciprocidad, entre otras razones, porque todo tribunal internacional debe actuar y fallar de acuerdo a ese principio en que se fundan las relaciones internacionales, que supone un intercambio de prestaciones de la misma naturaleza entre los Estados.

La importancia de este principio en materia de tratados internacionales surge desde la negociación de éstos, pues la reciprocidad  es necesaria para que se respete el principio de igualdad soberana de los estados. Se ve reflejada en las obligaciones asumidas en los acuerdos, en la terminación de los mismos, en su posible suspensión y evidentemente en la formulación de reservas.

La negociación puede verse afectada mediante la formulación de reservas que alteren el equilibrio entre derechos y obligaciones para un Estado respecto de otro. Para evitarlo, la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados regula la reciprocidad al tratar las reservas, y en su artículo 21 dispone que:

"Artículo 21
Efectos jurídicos de las reservas y de las objeciones a las reservas
1. Una reserva que sea efectiva con respecto a otra parte en el tratado de conformidad con los artículos 19, 20 y 23:
a) modificará con respecto al Estado o a la organización internacional autor de la reserva en sus relaciones con esa otra parte las disposiciones del tratado a que se refiera la reserva en la medida determinada por la misma; y
b) modificará, en la misma medida, esas disposiciones en lo que respecta a esa otra parte en el tratado en sus relaciones con el Estado o con la organización internacional autor de la reserva.
..."
La reciprocidad encuentra lugar también en el caso de la objeción, cuyo efecto es que la disposición afectada por la reserva objetada no se aplique en las relaciones entre el Estado reservante y el objetante.

Todos los tratados conservan, en mayor o menor grado, un elemento de reciprocidad en los derechos y obligaciones que las partes se deben unas a otras. En su caso, en los tratados sobre derechos humanos ese elemento puede ser residual, pero no inexistente. Lo anterior, porque si los Estados hubiesen deseado comprometerse sólo unilateralmente hacia un interés común abstracto, bastaría con una declaración y no sería necesario un tratado, lo que demuestra que al obligarse a través de tratados en materia de derechos humanos, los Estados quisieron asumir derechos y obligaciones frente a los demás Estados contratantes.

Además, no debe olvidarse que con fundamento en el artículo 3o. de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, éstos reafirman el principio del orden internacional, pues esa disposición prevé que: "está esencialmente constituido por el respeto a la personalidad, soberanía e independencia de los Estados y por el fiel cumplimiento de las obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del derecho internacional".
De ahí que con el criterio mayoritario se vulnere el principio de reciprocidad, entre otras razones porque la Corte Internacional  debe actuar y fallar de acuerdo a ese principio, esto es, ajustándose al tratado celebrado por el Estado y respecto del cual se le demanda su responsabilidad internacional. Dicho tratado comprende las reservas y/o declaraciones interpretativas formuladas (elementos del consentimiento para su firma), y que al haber sido aceptadas conforme a derecho, se integran al tratado mismo modificando ciertas disposiciones del mismo.

Para los suscritos ministros es notorio que se viola ese principio de reciprocidad al desconocer posteriormente una reserva que fue aceptada conforme al derecho internacional.

Un Tribunal Constitucional como éste puede válidamente pronunciarse sobre la vigencia de las reservas que el Estado Mexicano haya formulado en un convenio internacional, porque si con motivo de ese convenio se requiere el cumplimiento de una sentencia que contradiga a la Constitución Federal, la Suprema Corte de Justicia tiene la obligación de ponerlo en conocimiento del representante de nuestro país, para que se tomen las providencias necesarias o se realice la denuncia del tratado correspondiente.

Por todos estos motivos estamos en contra de la resolución de la mayoría que acoge la interpretación de esa Corte internacional y le reconoce un carácter obligatorio.

Consideramos que el texto del artículo 13 constitucional, en materia de fuero de guerra, es el que debe prevalecer para la resolución de este conflicto de competencia. Mientras el precepto no sea modificado  por el Constituyente Permanente, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación tenemos el deber de velar porque una competencia constitucional se respete.

Sobre la interpretación y alcances del artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

El texto del artículo 13 de la Constitución dispone lo siguiente:

 “Artículo 13. Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales especiales. Ninguna persona o corporación puede tener fuero, ni gozar más emolumentos que los que sean compensación de servicios públicos y estén fijados por la ley. Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas contra la disciplina militar; pero los tribunales militares en ningún caso y por ningún motivo podrán extender su jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al Ejército. Cuando en un delito o falta del orden militar estuviese complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que corresponda.”

El precepto constitucional contiene cinco importantes enunciados:

1. Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales especiales.

2. Ninguna persona o corporación puede tener fuero, ni gozar más emolumentos que los que sean compensación de servicios públicos y estén fijados por la ley.

3. Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas contra la disciplina militar.

 4. Los tribunales militares en ningún caso y por ningún motivo podrán extender su jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al Ejército.

5. Cuando en un delito o falta del orden militar estuviese complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que corresponda.

En la primera porción del precepto se instituye el derecho de sujeción exclusiva a la jurisdicción previamente establecida, así como la repulsión constitucional de las leyes privativas y de los tribunales especiales, con la única excepción de los tribunales militares, los que, incluso, se pueden crear para casos específicos, como son los consejos de guerra extraordinarios, integrados en caso de flagrancia y durante tiempos de guerra, o bien, en tiempos de paz, tratándose de delitos cometidos a bordo de buques ubicados fuera de aguas territoriales (ver las disposiciones relativas a los consejos de guerra extraordinarios, previstas en los artículos 73 a 76 del Código de Justicia Militar).

La prohibición de la existencia de tribunales especiales, en nuestro país, no rige en la materia castrense, los integrantes de las fuerzas armadas pueden ser juzgados por consejos de guerra creados ex profeso para conocer y resolver un caso específico.

Este primer párrafo, tratándose de la materia penal, no aplica para la víctima del delito,  ya que no es al sujeto pasivo a quien se somete a juicio, sino al sujeto activo del delito, de quien se afirma que ocasionó un daño. 

Por ello, este derecho es aplicable a quien enfrenta la acusación y no a quien coadyuva con la impartición de la justicia penal.  La parte ofendida no puede aducir que este precepto le resulta aplicable en su condición de sujeto pasivo del delito, pues no es a ella a quien le hace una imputación el Ministerio Público, sino al  inculpado.

El segundo de los principios declara abolido cualquier tipo de fuero, con lo cual se prohíbe la creación de tribunales en función de la calidad de los sujetos o del objeto mismo de tutela, así como la asignación de rentas o ingresos, con cargo al erario público, salvo que sirvan para compensar la prestación de servicios públicos y que estén previamente señalados en la ley.

El tercer enunciado instituye, más que un derecho, una permisión de orden competencial jurisdiccional para que en el Estado Mexicano subsista como único fuero, el de guerra, pero acotado exclusivamente para juzgar los delitos y las faltas contra la disciplina militar. La palabra fuero, aquí empleada, es sinónimo de jurisdicción, no de canonjía o privilegio. Se trata de una competencia constitucional, no prorrogable, de aplicación  estricta y limitada.

Con esta precisión que hace la norma queda excluida de ese fuero cualquiera otra conducta infractora diversa (violaciones a la legislación civil o mercantil en que incurrieran los miembros del ejército, por ejemplo), pero no debe perderse de vista que este último derecho, consistente en que las relaciones jurídicas ajenas a la disciplina militar queden excluidas de la órbita del fuero de guerra, lógicamente sólo les resulta aplicable a los integrantes de las fuerzas armadas, con lo que se hace patente que la norma en análisis, conforme a lo hasta ahora examinado, no confiere derecho alguno a las víctimas de un delito.

El cuarto enunciado tampoco resulta aplicable a las víctimas u ofendidos, ya que claramente proscribe la extensión de la justicia castrense para juzgar delitos y faltas del orden militar ─que es lo único que compete al fuero de guerra─ hacia personas que no pertenezcan a los institutos armados, con lo cual todo inculpado ajeno a la milicia está a salvo de verse sometido a la jurisdicción del fuero militar.

Por ello, el artículo 57 del Código de Justicia Militar, en armonía con el texto constitucional,  establece:

“ARTÍCULO 57.- Son delitos contra la disciplina militar:

I.- Los especificados en el Libro Segundo de este Código;

II.- los del orden común o federal, cuando en su comisión haya concurrido cualquiera de las circunstancias que en seguida se expresan:

a).- Que fueren cometidos por militares en los momentos de estar en servicio o con motivo de actos del mismo;


b).- que fueren cometidos por militares en un buque de guerra o en edificio o punto militar u ocupado militarmente, siempre que, como consecuencia, se produzca tumulto o desorden en la tropa que se encuentre en el sitio donde el delito se haya cometido o se interrumpa o perjudique el servicio militar;


c).- que fueren cometidos por militares en territorio declarado en estado de sitio o en lugar sujeto a la ley marcial conforme a las reglas del derecho de la guerra;

d).- que fueren cometidos por militares frente a tropa formada o ante la bandera;

e).- que el delito fuere cometido por militares en conexión con otro de aquellos a que se refiere la fracción I.

Cuando en los casos de la fracción II, concurran militares y civiles, los primeros serán juzgados por la justicia militar.

Los delitos del orden común que exijan querella, necesaria para su averiguación y castigo, no serán de la competencia de los tribunales militares, sino en los casos previstos en los incisos (c) y (e) de la fracción II.
Prohíbe ejercer la jurisdicción militar sobre los civiles, entendidos, siempre, como sujetos activos del delito. 

El quinto enunciado, en consonancia con los anteriores, está destinado a impedir que toda persona no enrolada en el ejército se vea sometida a la potestad de las autoridades castrenses, aunque haya concurrido como copartícipe en la comisión de algún delito, esto es, con la colaboración de militares, pues en estos casos, por ningún motivo, podrá ser juzgado ante los tribunales de ese fuero.

Incluso, si una persona ajena a las fuerzas armadas es copartícipe de la comisión de una simple falta administrativa del orden militar, tampoco podrá ser juzgada en la jurisdicción castrense, sino que su conducta, en su caso, podrá ser sancionada por autoridad diversa a la militar.

Los derechos y principios que prescribe el artículo 13, tratándose de la materia penal, están claramente dirigidos a los individuos que han incurrido en algún delito o falta del orden militar.

Las víctimas u ofendidos no son consideradas en el texto  del precepto, el cual, en su conjunto, permite advertir que está llamado a garantizar el estatus de los militares que tienen que enfrentar a las leyes represivas de los delitos y las faltas administrativas del orden militar.

La palabra “complicado”, que utiliza  la última parte del artículo, si bien puede considerarse como equivalente a expresiones tales como involucrado, implicado, comprendido, abarcado, mezclado, incluido, o cualquier otra semejante, debe interpretarse en el contexto en que se ubica, de forma tal que no se pierda el sentido de la norma.

Bajo esa perspectiva, si el enunciado dispone que cuando en un delito o falta del orden militar estuviese complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que corresponda, es lógico que sólo podrá estar referido al caso en que varios individuos, unos militares y otros civiles, concurran a la comisión de un mismo hecho delictuoso o falta del orden militar, supuesto en el que excepcionalmente se dispone que se dividirá la continencia de la causa para que las personas que sean ajenas a las fuerzas armadas sean juzgadas por los tribunales ordinarios.

La evolución semántica del concepto “complicado” nos lleva a la derivación de dos vocablos: “Cómplice y complicidad”. Implica siempre una conducta activa, un hacer por parte del agente que funge como cómplice o que guarda complicidad. Contiene, desde luego, la participación en el delito que comete otra persona, o en su caso el dar ayuda y cooperación, haciendo algo ulterior y sin previo acuerdo del delito. Exige una colaboración activa.

Así como los tribunales militares, en ningún caso y por ningún motivo, pueden extender su jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al ejército; los tribunales ordinarios tampoco pueden asumir la jurisdicción foral de guerra, por no depender, ni estar bajo el mando del Presidente de la República, y porque no podrían constituirse en tribunales especializados en materia militar, ya que la ley exige que en éstos participen personas con carrera en las armas (tribunal de pares).

Consecuentemente, si un miembro de las fuerzas armadas es consignado como penalmente responsable por un delito especial previsto y sancionado por el Código de Justicia Militar, la competencia para conocer del asunto incuestionablemente corresponde a los órganos de administración de justicia castrense.

Aun cuando las leyes comunes contemplen la misma figura delictiva, por tratarse de delitos especiales, debe estarse a los principios que en esta materia rigen, tal como el que consigna el párrafo segundo del artículo 6° del Código Penal Federal, que establece que: “Cuando una misma materia aparezca regulada por diversas disposiciones, la especial prevalecerá sobre la general.”

No obsta a todo lo aquí considerado el que recientemente se hayan reformado el artículo 20 y otras disposiciones constitucionales más, para incluir expresamente en el texto de nuestra Ley Suprema los derechos de las víctimas u ofendidos, como parte del sistema de protección de los derechos humanos.

Ello es así, porque en tales reformas no se incluyó el artículo 13 que nos ocupa, lo que evidencia la intención del Constituyente de que esa norma conserve sus términos.

Mas aún, la reforma aludida no se encuentra en vigor en este momento y, por ello, tampoco puede invocarse como fundamento constitucional de la postura mayoritaria.

Las reformas a los artículos 20 y 21 de la Constitución Federal, publicadas en el Diario Oficial de la Federación correspondiente al dieciocho de junio de dos mil ocho,  conforme al Artículo Segundo Transitorio del decreto respectivo, están condicionadas, entre otras cosas, a la realización de ciertas modificaciones legislativas a las leyes secundarias, las cuales aún no han sido realizadas.

El precepto transitorio dispone:

“Segundo. El sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, entrará en vigor cuando lo establezca la legislación secundaria correspondiente, sin exceder el plazo de ocho años, contado a partir del día siguiente de la publicación de este Decreto.

En consecuencia, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán expedir y poner en vigor las modificaciones u ordenamientos legales que sean necesarios a fin de incorporar el sistema procesal penal acusatorio. La Federación, los Estados y el Distrito Federal adoptarán el sistema penal acusatorio en la modalidad que determinen, sea regional o por tipo de delito.

En el momento en que se publiquen los ordenamientos legales a que se refiere el párrafo anterior, los poderes u órgano legislativos competentes deberán emitir, asimismo, una declaratoria que se publicará en los órganos de difusión oficiales, en la que señale expresamente que el sistema procesal penal acusatorio ha sido incorporado en dichos ordenamientos y, en consecuencia, que las garantías que consagra esta Constitución empezarán a regular la forma y términos en que se substanciarán los procedimientos penales.”

Condición que, a la fecha, no se ha cumplido y que lleva a determinar que las  reformas constitucionales no han entrado en vigor.

El fuero militar, así como los códigos por los que se rige, contienen normas severas y muy particulares, con la finalidad de preservar la disciplina, honor, ideología y fundamentos que caracterizan a la milicia. Los procedimientos de sus juicios son distintos de los que se aplican en el orden común, el juez militar instruye y sólo en determinados casos resuelve, para todos los demás existe un Consejo de Guerra Ordinario y, en su caso, extraordinario (artículos 72 a 76 del Código de Justicia Militar). 

Si lo que se pretende es la desaparición de este fuero (al margen de la validez de los argumentos en que se sustente la postura) consideramos que tal atribución corresponde, no a la Corte Interamericana, ni a este Tribunal Constitucional, sino al Constituyente Permanente, a través de una reforma al artículo 13 de nuestra Ley Suprema.

El caso concreto del conflicto de competencia 60/2012.

El conflicto de competencia deriva de una causa penal instruida en contra de tres militares por su probable responsabilidad en la comisión de los delitos de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas. Los antecedentes destacados de este asunto son los siguientes:

I. El  veintinueve de marzo de dos mil once, los militares involucrados presentaron ante el agente del Ministerio Público de la Federación en turno, con sede en Morelia, Michoacán, una denuncia y pusieron a su disposición un vehículo, afirmando que en su interior se localizó un costal de yute color blanco, que contenía el estupefaciente conocido como marihuana, relacionando con el hallazgo del enervante a un civil.

II. Los hechos asentados en la denuncia resultaron falsos, pues el vehículo fue localizado en el interior del domicilio de una mujer, se ostentó como propietaria otra mujer, quienes comparecieron al procedimiento y  para demostrar su dicho exhibieron un disco compacto con audio y video, que al ser analizado permitió observar a personal militar en ese domicilio, así como a una camioneta blanca.

III. Por tales hechos, el Agente del Ministerio Público Militar Especial adscrito a la Procuraduría General de Justicia Militar, el veintiuno de enero de dos mil doce, ejerció acción penal en contra de los tres militares, solicitando el libramiento de la orden de aprehensión por su probable responsabilidad en la comisión del delito de falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad, en su modalidad de simulación de pruebas, previsto y sancionado por el artículo 248 bis del Código Penal Federal, en relación con los artículos 57, fracción II, inciso a), y 58 del Código de Justicia Militar.

IV. El juez militar, a quien correspondió conocer del asunto, declinó la competencia a favor del juez de Distrito en turno de Morelia, Michoacán, por considerar que se encontraban involucrados civiles en la comisión del delito, lo que, de acuerdo con el reciente criterio de la Suprema Corte, otorgaba competencia al fuero ordinario.

V. El dieciocho de abril de dos mil doce, el juez Séptimo de Distrito en el Estado de Michoacán no aceptó la competencia planteada,  porque determinó que en el aludido delito de falsedad, el sujeto pasivo es el Estado, en su función de administrar justicia y no se afectan derechos humanos de civiles. Además, porque los militares sólo narraron las circunstancias en que se aseguró el vehículo y no formularon imputación a persona alguna, ni la indagatoria se condujo contra las personas aludidas. En consecuencia, remitió el conflicto competencial a un Tribunal Colegiado de Circuito.

 VI. Por resolución de veintinueve de abril de dos mil doce,  el Tribunal Colegiado remitió los autos a esta Suprema Corte, pues consideró que el caso es de aquéllos a que se refiere la Circular 4/2011-P de este Tribunal Pleno, de fecha once de octubre de dos mil once, así como el párrafo 55 de la resolución emitida en el expediente Varios 912/2010  “caso Radilla”, por encuadrar en la hipótesis de que por la comisión del delito de falsedad en declaraciones judiciales e informes dados a una autoridad en su modalidad de simulación de pruebas, se afectaron los derechos humanos de civiles.

VII. De acuerdo con las copias fotostáticas certificadas que obran en autos, los indiciados son miembros activos del Ejército mexicano, dados de alta ante la Secretaría de la Defensa Nacional.

De la relatoría de hechos pueden obtenerse las siguientes afirmaciones:

La causa penal fue instruida en contra de tres militares por su  probable responsabilidad en la comisión del delito de falsedad de declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad, en su modalidad de simulación de pruebas, previsto y sancionado en los artículos 248-Bis del Código Penal Federal, en relación con los diversos numerales 57, fracción II, inciso a), y 58 del Código de Justicia Militar.

Los  artículos  57 y 58  citados disponen que:

“Artículo 57.- Son delitos contra la disciplina militar:

I.- Los especificados en el Libro Segundo de este Código;

II.- los del orden común o federal, cuando en su comisión haya concurrido cualquiera de las circunstancias que en seguida se expresan:

a).- Que fueren cometidos por militares en los momentos de estar en servicio o con motivo de actos del mismo;

b).- que fueren cometidos por militares en un buque de guerra o en edificio o punto militar u ocupado militarmente, siempre que, como consecuencia, se produzca tumulto o desorden en la tropa que se encuentre en el sitio donde el delito se haya cometido o se interrumpa o perjudique el servicio militar;

c).- que fueren cometidos por militares en territorio declarado en estado de sitio o en lugar sujeto a la ley marcial conforme a las reglas del derecho de la guerra;

d).- que fueren cometidos por militares frente a tropa formada o ante la bandera;

e).- que el delito fuere cometido por militares en conexión con otro de aquellos a que se refiere la fracción I.

Cuando en los casos de la fracción II, concurran militares y civiles, los primeros serán juzgados por la justicia militar.

Los delitos del orden común que exijan querella, necesaria para su averiguación y castigo, no serán de la competencia de los tribunales militares, sino en los casos previstos en los incisos (c) y (e) de la fracción II.

Artículo 58.- Cuando en virtud de lo mandado en el artículo anterior, los tribunales militares conozcan de delitos del orden común, aplicarán el Código Penal que estuviere vigente en el lugar de los hechos al cometerse el delito; y si éste fuere de orden federal, el Código Penal que rija en el distrito y territorios federales.”

El artículo 248 bis del Código Penal Federal, por el que se indagan los hechos, establece:

 “Artículo 248 Bis.- Al que con el propósito de inculpar a alguien como responsable de un delito ante la autoridad, simule en su contra la existencia de pruebas materiales que hagan presumir su responsabilidad, se le impondrá prisión de dos a seis años y de cien a trescientos días multa”. 

En el caso, se persigue un delito contra la administración de justicia, los sujetos activos son militares y  el sujeto pasivo es  la sociedad. No existen víctimas civiles cuyos derechos humanos se hubieren lesionado. Tal delito está comprendido en la  fracción II, inciso a), del artículo 57 del Código de Justicia Militar y, por tanto,  es un delito militar, cuyo conocimiento corresponde al fuero castrense.

 Aunque inicialmente se presentó el parte informativo en el que se involucró a civiles, al afirmar los militares que encontraron un vehículo que llevaba cierta cantidad de droga y que éste era propiedad de un sujeto,  durante la averiguación previa quedaron esclarecidos los hechos y se acreditó que el vehículo no fue encontrado donde los militares indicaron, sino  que fue sustraído del domicilio de una mujer ajena a lo inicialmente descrito en el parte. En autos no consta que se hubiere ejercido acción penal en contra de ningún civil.

Fue la comisión de un delito contra la administración de justicia lo que motivó el ejercicio de la acción penal en contra de los tres militares, delito cometido contra la sociedad y contra la institución del ejército, al actuar con falsía tres de sus integrantes. Los particulares ─se insiste─ no forman parte del nuevo procedimiento, dada la naturaleza del delito.

Como se recordará, inicialmente se consideraba que la falsía era atentatoria del honor de las personas, cualquiera que fuera la conducta, un testimonio o la construcción de cualquier otro tipo de prueba. Después se distinguieron ciertos delitos, como la calumnia o  la difamación, para significar cuándo se lastimaba el honor o el nombre y reputación de las personas. Surgieron más adelante los delitos pluriofensivos: mediante una sola conducta, normalmente de carácter formal, se podía ofender derechos de particulares. Finalmente,  se llegó al convencimiento de que en este tipo de delitos el sujeto pasivo es exclusivamente la sociedad. Por eso el Ministerio Público es representante social en la mayoría de los casos y actúa en defensa de los derechos de la sociedad.

Así, el delito que se imputa a los militares no tiene un sujeto pasivo concreto, no existe, por tanto, una violación a los derechos humanos de un individuo.

No compartimos la postura adoptada por mayoría, conforme a la cual, basta con que el delito no sea típicamente castrense para que conozca del negocio el fuero ordinario, por el contrario, sostenemos que para que se surta la competencia de esos tribunales, es requisito indispensable que particulares resulten afectados en sus derechos humanos y, desde luego, que no se trate de un delito militar.

Como lo hemos sostenido en nuestras intervenciones, el fuero de guerra permanece en los límites establecidos por el Constituyente, para el fin para el que fue concebido, esto es,  mantener la disciplina entre los integrantes de las fuerzas armadas, como un elemento sustantivo de una institución que tiene a su cargo altas responsabilidades: defender la integridad,  independencia y soberanía de la nación; garantizar la seguridad interior o auxiliar a la población civil en casos de necesidades públicas.

En este caso, en que se persigue un delito relacionado con la disciplina militar y no está involucrado ningún civil, el fuero castrense es el que prevalece. 

Conclusión final

Tomando en consideración la naturaleza del delito, que fue cometido por personas que ostentan la calidad de militares en activo y los bienes jurídicos lesionados, es de concluirse que la jurisdicción penal militar es el fuero competente para conocer  este caso.

_________________________________________

MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS

____________________________________________

MINISTRO SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO

Guadalupe M. Ortiz.

� Fojas 304 a la 305 V de la causa penal.


� DICCIONARIO DE LA LENGUA ESPAÑOLA - Vigésima segunda edición. “Complicar. (Del lat. complicāre). 1. tr. Mezclar, unir cosas diversas entre sí. 2. tr. Enredar, dificultar, confundir. U. t. c. prnl.”
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